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PROCESO Ejecutivo 

DEMANDANTE  Fabricato S.A.   

DEMANDADO Arko Alimentos S.A.S.  

PROCEDENCIA Juzgado Sexto Civil del Circuito de Oralidad de 

Medellín  

CUDR 05001-31-03-006–2021-00565-01 

RADICADO INTERNO 004-22 

PROVIDENCIA  128-22 

DECISIÓN Cualquier documento o contrato proveniente del 
deudor, que cumpla con los requisitos que el artículo 
422 del Código General Proceso, tiene la calidad de 
prestar mérito ejecutivo. Con la negación indefinida 
realizada por el demandante referente al no pago de 
los cánones de arrendamiento, la carga de la prueba 
se invierte, y deberá ser la demandada la que deberá 
probar que realizó los pagos correspondientes. 
REVOCA.  

 

 

 

I ANTECEDENTES 

 

1. El 10 de diciembre de 2021, el Juzgado Sexto Civil del Circuito de Oralidad de 

Medellín denegó librar mandamiento ejecutivo dentro del proceso que promoviere 

  



Fabricato S.A. en contra de Arko Alimentos S.A.S., fundada la pretensión ejecutiva 

en un documento denominado “CONTRATO DE ARRENDAMIENTO COMERCIAL 

DE INMUEBLE UBICADO EN PLANTA DE PRODUCCIÓN TEXTIL DE RIOTEX 

AUTOPISTA MEDELLÍN BOGOTÁ X VIA BELÉN MUNICIPIO DE RIONEGRO…”.   

 

2.Para su denegatoria el a quo consideró que, si bien se presumía la validez del 

mencionado contrato, es necesario que previamente al reclamo de su cumplimiento 

forzado, se determine mediante declaración judicial, que el contratante al que se 

endilga como presuntamente incumplido en sus deberes, efectivamente lo haya 

sido, sin justificación jurídica.  

 

En su sentir, se requiere que, previo a que se libre el mandamiento ejecutivo 

pretendido, la obligación de pago de la renta que la parte accionante (arrendadora), 

afirma como presuntamente incumplida (injustificadamente) por la parte 

arrendataria (accionada), haya sido declarada como injustificadamente incumplida 

por el arrendatario, por vía del proceso declarativo.   

 

Dijo que, bajo las condiciones planteadas en la demanda, en las cuales simplemente 

se afirma, y se pretende dar por hecho, que el demandado habría incumplido 

injustificadamente el contrato, no es posible librar la orden de pago ejecutiva 

solicitada. 

 

 

II EL RECURSO 

 

 

2. Al interponerse recurso en contra de la decisión anterior sostuvo la recurrente 

que, el contrato de arrendamiento suscrito por las partes el 13 de noviembre de 

2019, presta mérito ejecutivo no solo por la cláusula consagrada en este, en virtud 

de la autonomía de la voluntad e iniciativa privada de contratar, sino también porque 

este cumple con los requisitos establecidos en el artículo 422 del C. General del 



Proceso, toda vez que en aquel consta expresamente la obligación adquirida de 

cancelar las sumas de dinero pactadas por concepto de canon de arrendamiento 

dentro de los diez (10) primeros días de cada mes.  

 

Refirió que el elemento de la exigibilidad, se cumple con la aseveración que hace 

FABRICATO S.A., en calidad de arrendador, que estas sumas se encuentran 

insolutas desde el día de su exigibilidad.  

 

Expuso que, la afirmación hecha por la demandante es una negación indefinida que 

no requiere prueba, pues ante tal señalamiento la carga de la prueba de invierte, 

correspondiéndole a la parte demandada probar el supuesto de hecho contrario.  

 

 

III CONSIDERACIONES 

 

 

3. Conforme a la preceptiva del art. 422 del CGP: “Pueden demandarse 

ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en 

documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena 

prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez 

o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las 

providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen 

honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley. 

La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí 

la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo 184. 

 

De lo dicho por documentos públicos e incluso privados las partes pueden en 

ejercicio de la autonomía privada de la voluntad pactar obligaciones en donde las 

mismas, dada su redacción y contenido, pueda ejecutivamente compelerse frente 

al deudor. 

 



4. Pero independientemente del origen de la obligación y de la clase de documento, 

público o privado, que la contiene, de conformidad con la norma adjetiva transcrita, 

a más de que provenga del deudor o de su causante, y que constituya plena prueba 

en su contra, dicha obligación requiere que esté provista de las características allí 

mencionadas, esto es, debe ser expresa, clara y exigible para que pueda ejercitarse 

ejecutivamente. 

 

Se dice que una obligación es expresa, cuando está debidamente determinada y 

especificada; es clara, cuando sus elementos aparecen inequívocamente 

señalados, es decir, tanto su objeto (pagar, dar, hacer, no hacer), como los sujetos 

que la vinculan, o sea acreedor y deudor; y que es exigible, cuando se ha vencido 

el plazo, si su cumplimiento está sujeto a uno, o cumplido la condición a la que fue 

sometida. 

 

5. Contrastados los anteriores argumentos con el contenido del documento 

fundamento de la pretensión, cuando se estudie la posibilidad por el juez de proferir 

mandamiento ejecutivo, resulta inexcusable que este deba abordar la concurrencia 

de los presupuestos generales contemplados en el Art. 422 del Código General del 

Proceso que tanto se ha citado.  

 

 

IV. CASO CONCRETO 

 

 

6. Entre Textiles del Rio S.A.S., que fue absorbida por FABRICATO S.A., y ARKO 

ALIMENTOS S.A.S., se suscribió un contrato de arrendamiento comercial del 

inmueble ubicado en el parque industrial Fabricato Km. 37, Autopista Medellín-

Bogotá, Rionegro, Antioquia, el 13 de noviembre de 2019, con una duración de cinco 

años, contados a partir del uno de diciembre de 2019, hasta el uno de diciembre de 

2024.  

 



El canon de arrendamiento durante el primer año fue variable, con base en el metro 

cuadrado, y a partir del segundo año, al último canon se le imputaría un incremento 

del IPC de la anualidad inmediatamente anterior + 2 puntos; por lo que se afirmó en 

el libelo que, la arrendataria ARKO ALIMENTOS S.A.S. adeuda a FABRICATO s.a., 

por concepto de capital, la suma de doscientos noventa y dos millones doscientos 

treinta y cinco mil quinientos treinta y cuatro pesos ($292.235.534).  

 

En la cláusula 27 del aludido contrato, se estableció que el mismo prestaba mérito 

ejecutivo para hacer efectiva las obligaciones en él contenidas, bien sea de hacer, 

no hacer o de dar, bastando para el efecto, la simple afirmación por parte del 

arrendador.   

 

7. En efecto, el mérito ejecutivo es la cualidad o capacidad que tiene un documento 

o título para ejecutar judicialmente a un deudor, obligándolo a cumplir con la 

obligación contenida en el documento. Por tanto, la existencia de un documento que 

preste mérito ejecutivo, permite al acreedor o beneficiario, exigir ante un juez la 

ejecución del deudor, que consiste en obligarlo a pagar la deuda o a cumplir la 

obligación presente en el documento respectivo. 

 

Así, en términos generales, cualquier documento o contrato proveniente del deudor, 

que cumpla con los requisitos que el artículo 422 del Código General Proceso, tiene 

la calidad de prestar mérito ejecutivo. 

 

Bajo estas circunstancias, allegado por la parte demandante el contrato de 

arrendamiento de bien comercial, en donde constan las obligaciones a cargo de la 

arrendataria, entre otras, realizar el pago del precio o renta en los días y la forma 

estipulada en contrato, y, realizada la afirmación por parte del arrendador de falta 

de pago de los mismos, considera la Sala era suficiente para librar la orden de 

apremio peticionada.  

 



8. Del aludido contrato, se desprende el cumplimiento de los requisitos exigidos, 

esto es, claro, expreso y actualmente exigible. Es que contrario a lo afirmado por el 

Juzgado de primer grado, para poder cumplirse el último de los requisitos, no se 

hacía necesaria declaración judicial alguna, por cuanto, con fundamento en la 

negación indefinida realizada por el demandante, la carga de la prueba se invierte, 

y deberá ser la demandada la que deberá probar que realizó los pagos 

correspondientes.  

 

En esa medida, se equivoca el juzgado de primera instancia, al exigir una 

declaratoria judicial del incumplimiento injustificado de los deberes de la 

arrendataria demandada, bien sea a través de proceso declarativo y de restitución 

de bien inmueble arrendado, por cuanto ello iría en contravía de lo dispuesto en el 

artículo 167 del C. General del Proceso, que establece que los hechos notorios y la 

afirmaciones o negaciones indefinidas no requieren prueba.  

 

Así las cosas, sin necesidad de más elucubraciones sobre los argumentos 

planteados, se procederá a revocar la providencia del 10 de diciembre de 2021, por 

medio del cual negó el mandamiento de pago solicitado por la demandante, para 

que, en su lugar, se libre la orden de apremio peticionada por parte del a quo. 

 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Medellín, en Sala de Unitaria de Decisión Civil,  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: REVOCAR la providencia del 10 de diciembre de 2021, por medio del 

cual se negó el mandamiento de pago solicitado por FABRICATO S.A. en contra de 

ARKO ALMENTOS S.A.S., para que en su lugar se libre por parte del a quo la orden 



de apremio deprecada; por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: Sin condena en costas, dada su no causación.   

 

TERCERO: En firme la presente, devuélvase el expediente digital al Juzgado de 

origen. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

RAFAEL ANTONIO MATOS RODELO 

MAGISTRADO 


